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RESUMEN

La figura del llamamiento de oficio de otros 
presuntos responsables, introducida dentro 
del marco jurídico de las acciones de grupo, 
ha generado un cisma en materia procesal 
al atribuirle al juez una facultad que estaba, 
hasta antes de la entrada en vigencia de la 
Ley 472 de 1998, exclusivamente en manos 
del demandante. Esta figura fue consagra-
da en el marco jurídico de las acciones de 
grupo con el objetivo de servir como he-
rramienta para que el juez pueda poner en 
pie de igualdad a las partes, no obstante, la 
regulación legal de la misma fue muy es-
cueta y su estructuración normativa quedó 
en manos de la jurisprudencia del Consejo 
de estado. este texto busca, a través del uso 
de análisis económico del derecho y a la 
luz de nuestro régimen de responsabilidad 
civil, verificar si la manera como la norma 
objeto de análisis ha sido estructurada por 
la jurisprudencia permite, en su aplicación 
práctica, cumplir con las finalidades que la 
inspiran, respetando los derechos a la igual-

dad y al debido proceso de los vinculados 
en calidad de presuntos responsables. Así 
mismo, en el texto se proponen algunas 
modificaciones a la figura que permiten 
que la misma funcione de forma mucho más 
eficiente y coherente respecto de nuestro 
sistema procesal y de responsabilidad civil. 
Dichos cambios sólo pueden hacerse efec-
tivos si se flexibiliza la mentalidad procesal 
de los operadores jurídicos. 

Palabras Claves: Llamamiento de ofi-
cio de presuntos responsables, acciones 
de grupo, análisis económico del derecho 
aplicado a figuras procesales, flexibilización 
del derecho procesal.

ABSTRACT

The legal figure of “judicial entailment of 
third parties”, introduced within the fra-
mework of class actions has led to a schism 
of procedural law. It has increased the 
power of judges by giving them an ability 
which, before law 472, was exclusively in 
the hands of the plaintiff. This ability aimed 

Una mirada crítica a la 
figura del llamamiento 
de oficio de presuntos 
responsables desde el 
análisis económico del 
derecho1

JuliAnA vElAsco GrEGory
julivela1@gmail.com

a
n

Á
l

is
is

 e
c

o
n

ó
m

ic
o

  
d

e
l
 d

e
r

e
c

h
o



10 Juliana velasco GreGory

con-texto • revista de derecho y economía • n.º 30 • PP. 9-30 • 2008

to aid judges in guaranteeing the procedural 
equality of both parties. HoweVer, the le-
gal regulation of this new faculty was scant 
and its normative structure was left to the 
jurisprudence of the “Consejo de Estado”. 
In this paper we study this legal figure from 
the viewpoint of economical analysis of the 
law and the Colombian torts law. Our aim 
is to determine whether this norm, as struc-
tured by jurisprudence, accomplishes the 
goals and objectives that inspired it while 
respecting the rights to equality and due 
process of those entailed to processes as 
third parties. We propose some modifica-
tions to this legal figure allowing it to work 
more efficiently and in a manner coherent 
with Colombian procedural law and torts 
law. These changes can only be made effec-
tive by making the procedural mentality of 
judicial operators more flexible.

Keywords: Judicial entailment of third 
parties, Class actions, Economical analysis 
of procedural law, flexibilization of proce-
dural law.

INTRODUCCIóN

La facultad atribuida al juez, en el marco 
jurídico de las acciones de grupo, de llamar 
de oficio a otros presuntos responsables2 ha 
constituido un cisma a nivel procesal al atri-
buirle al juez una facultad que, de conformi-
dad con nuestro código de procedimiento 
civil, estaba exclusivamente en manos del 
demandante. 

El estudio de esta figura asume particu-
lar importancia si se tienen en cuenta que 
las acciones de grupo son un mecanismo 
idóneo para lograr la reparación de las víc-
timas de daños masivos en donde negociar 
directamente los daños con cada uno de los 
afectados es particularmente costoso. Por tal 

motivo, la ley viene a suplir esa imposibili-
dad de negociación particular y es por ello 
que esa ley debe ser eficiente en la solución 
de este tipo de controversias3. La facultad 
oficiosa de vincular a otros posibles respon-
sables fue introducida con el objetivo de 
favorecer a la parte actora (entendida como 
parte débil) en el proceso. El llamamiento 
de oficio del presunto responsable tenía 
como finalidad corregir los yerros que la 
demanda pudiera tener en relación con la 
identificación del individuo que hubiera 
ocasionado los daños masivos, y asegurar la 
reparación de las víctimas al comprometer 
otros patrimonios adicionales4. No obstan-
te lo anterior, la indeterminación de la ley y 
las interpretaciones dadas a la disposición 
normativa5 por el Consejo de Estado han 
llevado a que el uso de esta figura viole los 
derechos fundamentales a la igualdad y al de-
bido proceso de quien sea vinculado bajo la 
calidad de presunto responsable, llevando a 
“soluciones” que al final resultan ineficientes 
y perjudican a ambas partes, en la medida en 
que llevan, en muchos casos, a indemnizar a 
quien realmente no ha sufrido un daño y/o a 
condenar a quien no lo ha generado.

Ante este panorama, la pregunta que sur-
ge es si la figura operaría mejor haciéndole 
algunos ajustes, o debe mantenerse tal cual 
ha sido concebida. Para contestar esta pre-
gunta se analizará la figura del llamamiento 
de oficio de otros presuntos responsables a 
la luz de nuestro régimen de responsabilidad 
civil y, para ello, me serviré del análisis eco-
nómico del derecho (en adelante aed). Este 
escrito se desarrollará en tres partes:

En la primera parte se describirá a gran-
des rasgos, la configuración normativa que 
se le ha dado a la figura del llamamiento 
de oficio de otros presuntos responsables. 
Dicha descripción la haremos teniendo en 



11Una mirada crítica a la figura del llamamiento de oficio de presuntos responsables

a
n

Á
l

is
is

 e
c

o
n

ó
m

ic
o

  
d

e
l
 d

e
r

e
c

h
o

con-texto • revista de derecho y economía • n.º 30 • PP. 9-30 • 2008

cuenta una postura teórica que parte del 
presupuesto de que los casos admiten una 
pluralidad de soluciones “correctas”6 que 
surgen de las diversas interpretaciones que 
de las normas sustanciales y procesales rea-
lizan los operadores jurídicos. 

En la segunda parte, aplicaremos el aed, 
a la luz de nuestro régimen de responsabi-
lidad civil, a dos escenarios prácticos en los 
cuales, bajo la configuración normativa ac-
tual, es factible que el juez haga uso de la fa-
cultad oficiosa de vincular al proceso a otros 
posibles responsables. Dicha aplicación nos 
dará como resultado una serie de considera-
ciones que nos permitirán, en la parte final 
de este escrito, proponer las modificaciones 
que permitan que la norma objeto de análisis 
sea eficiente y, en consecuencia, cumpla con 
los objetivos que en teoría la inspiran.

En la parte final de este escrito, con base 
en las consideraciones realizadas al analizar 
los escenarios prácticos en los cuales, bajo la 
configuración actual, es factible que el juez 
haga uso de la facultad oficiosa de vincular 
a otros presuntos responsables, propon-
dremos algunos cambios a la disposición 
objeto de análisis, así como los mecanismos 
que consideramos útiles para la realización 
efectiva de dichos cambios.

I. DESCRIPCIóN DE LA FIgURA DEL 

LLAMAMIENTO DE OFICIO DEL 

PRESUNTO RESPONSABLE.

La figura del llamamiento de oficio de otros 
posibles responsables, en relación con las 
acciones de grupo7, ha sido consagrada por 
el parágrafo del artículo 52 de la Ley 472 
de 1998. La norma mencionada permite 
que el juez de primera instancia vincule al 
proceso, como parte pasiva, a quienes con-
sidere posibles responsables de los hechos 

que generaron los perjuicios que se recla-
man a través de la acción de grupo objeto 
de su conocimiento. Tal vinculación podrá 
realizarla hasta antes de dictar sentencia de 
primera instancia8.

En el proceso legislativo de formación 
de la norma se dieron varias discusiones, 
pues en el proyecto inicial se planteó la po-
sibilidad de presentar la demanda cumplien-
do los requisitos exigidos por el código de 
Procedimiento Civil (en adelante c.p.c) o 
del Código Contencioso Administrativo 
(en adelante c.c.a) según el caso, y expre-
sar algunos datos adicionales, entre ellos, el 
nombre de todos los individuos de un mis-
mo grupo o los criterios para identificarlos, 
un estimativo del valor de los perjuicios. 
En el parágrafo final se consagró la facultad 
especial del juez de llamar a otros posibles 
responsables9.

Frente a esta situación, en las discusiones 
en el Congreso se planteó, por parte de Fun-
depúblico y de la andi 10 la necesidad de in-
cluir entre los requisitos la identificación del 
demandado, los hechos de la demanda y las 
pruebas que se pretendan hacer valer dentro 
del proceso. Lo anterior puede suponer que 
se trate de una repetición innecesaria pues el 
Código de Procedimiento Civil y el Códi-
go Contencioso Administrativo consagran 
los requisitos incluidos en la propuesta de 
Fundepúblico y la andi, además, el texto 
del artículo 52 de la Ley 472 de 1998 obliga 
expresamente a que la demanda contenga 
los mismos requisitos exigidos por los có-
digos mencionados. Consideramos que no 
se trata de una repetición innecesaria sino 
de una intención clara de dejar sin efecto lo 
dispuesto por el parágrafo mencionado.

A pesar de esta intención de la andi y 
Fundepúblico el legislador optó simple-
mente por incluir los requisitos adicionados 
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en su propuesta, conservando el parágrafo 
arriba mencionado11.

La disposición creada por el legislador 
dejó un marco jurídico muy amplio que 
debió ser llenado por la interpretación juris-
prudencial que de la misma hizo el Consejo 
de Estado. Dos temas cruciales marcan la 
estructura normativa, jurisprudencialmente 
otorgada, a la figura del llamamiento de ofi-
cio de presuntos responsables, a saber: 1) 
Los límites a los que debe estar sometido el 
juez en el ejercicio de la facultad de llamar 
de oficio a otros presuntos responsables; 2) 
La posición asumida por el presunto respon-
sable en el proceso.

Frente al primer tema el Consejo de Es-
tado consideró que la decisión de vincular a 
un individuo en calidad de presunto respon-
sable es una facultad discrecional del juez 
de primera instancia12 y que por tal motivo 
dicha decisión no podía ser revocada por el 
superior jerárquico13. 

Frente al segundo tema, aunque fueron 
varias las posiciones que el Consejo de Esta-
do contempló14 para determinar la que debía 
asumir en el proceso el presunto responsa-
ble, lo cierto es que terminó optando por 
asimilar la figura del presunto responsable a 
la del demandado principal o directo. Ello 
supone que lo que esté en tela de juicio sea 
la responsabilidad del presunto responsable 
y que de allí surja la obligación de reparar los 
daños generados al grupo. esta decisión trae 
además otras consecuencias. En efecto, lo 
que se pretende tanto del demandado como 
del presunto responsable es que responda 
por los daños generados al grupo afectado, 
porque se considera que ambos participaron 
en los hechos que generaron los perjuicios. 
No obstante lo anterior, el demandado sólo 
puede ser vinculado al proceso por la parte 
actora en las oportunidades procesales co-

rrespondientes, mientras que el presunto 
responsable podrá ser vinculado por el juez 
de oficio en cualquier momento a lo largo 
de la primera instancia. Adicionalmente, si 
el actor no indica un demandado, el proce-
so no se puede iniciar. Si el juez no vincula 
a otros posibles responsables, el proceso 
igual se puede iniciar y seguir únicamente 
en contra del demandado directo.

Las diferencias anotadas traen una serie 
de efectos prácticos. Lo primero que pode-
mos decir es que la demanda al ser redactada 
por el actor, teniendo en mente al demanda-
do principal15, en muchos casos no le resulta 
del todo oponible al presunto responsable. 
Adicionalmente, cuando es el demandado 
quien señala a un individuo como el causan-
te de esos daños lo hace con la convicción 
de que los daños sufridos le son atribuibles 
a él. cuando es el juez quien lo señala, lo 
hace partiendo de los hechos narrados en 
la demanda y de la escogencia personal de 
aquellos que él considera relevantes y con 
base en ellos es que construye ese primer 
escalón del nexo de causalidad16. De otro 
lado, el actor sólo puede vincular al deman-
dado en la demanda o en su reforma, es de-
cir, al inicio del proceso. El juez en cambio, 
tiene toda la primera instancia para vincu-
larlo. Tal situación genera inconvenientes 
para el presunto responsable, en la medida 
en que muchas veces puede adelantarse la 
etapa probatoria sin su participación pero las 
pruebas allí practicadas sí le son oponibles. 
Este hecho resulta particularmente gravoso 
en casos complejos en donde los hechos 
de la demanda o las pretensiones, que se 
buscan probar o desvirtuar con las pruebas, 
han sido redactados teniendo en mente a un 
demandado directo cuya naturaleza y forma 
de participación en los hechos resulta ser 
diferente a la del presunto responsable.
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todo lo aquí mencionado lo explicare-
mos de forma puntual en la Segunda Parte 
de este escrito al analizar la manera como 
puede aplicarse la norma a escenarios prác-
ticos.

II. ANáLISIS ECONóMICO DEL 

LLAMAMIENTO DE OFICIO DEL 

PRESUNTO RESPONSABLE A 

TRAVéS DE ALgUNOS ESCENARIOS 

EJEMPLIFICATIVOS: EL CUMPLIMIENTO DE 

LOS FINES IDEALES DE LA NORMA.

Los jueces, en ejercicio de su función in-
terpretativa17, buscan la solución jurídica 
a un problema puesto a su consideración. 
Dicha solución supone necesariamente que 
se adjudique el derecho en disputa a una u 
otra parte. La adjudicación deberá hacerse 
siguiendo una forma específica, dictada por 
las normas procesales vigentes para cada 
problema, dependiendo de su naturaleza y 
características. No obstante, esas normas 
procesales tampoco tienen una forma está-
tica sino que requieren interpretación.

como explicamos en el acápite anterior, 
las normas procesales determinan el alcan-
ce de las normas sustanciales. Siguiendo 
esta misma línea de pensamiento, podemos 
afirmar que la adjudicación del derecho se 
verá afectada por la norma procesal que se 
escoja18 para hacerlo. 

Lo aquí explicado resultará muy im-
portante a la hora de analizar la figura del 
llamamiento de oficio del presunto respon-
sable en relación con las normas sustanciales 
que pretende hacer efectivas y que de aquí 
en adelante llamaremos vínculo de respon-
sabilidad.

En relación con el vínculo de responsa-
bilidad debemos decir que el mismo dibuja 
un principio de adjudicación, conforme al 

cual, quien genera los daños está obligado a 
repararlos. No obstante, no se trata de una 
regla de adjudicación infranqueable, pues 
la misma estará sometida al cumplimiento 
en cada caso de una serie de requisitos que 
nos provee el sistema de responsabilidad 
civil. Como mínimo deberán probarse en el 
proceso 3 elementos, a saber: 1. un daño, 
2. una conducta culposa19 y 3. un nexo de 
causalidad entre la conducta y el daño. así 
mismo, la parte demandada podrá aducir 
causales eximentes de responsabilidad que 
lleven a concluir que la adjudicación debe 
ser diferente. De otro lado, la forma que se 
siga para determinar la adjudicación también 
afectará ese principio base de adjudicación, 
al ampliar o restringir su alcance. 

En el caso concreto de las acciones de 
grupo, se parte del presupuesto conforme al 
cual el autor de los daños será siempre más 
fuerte que el grupo afectado y, en esa medi-
da, se ha entendido que la intervención ju-
dicial deberá operar en favor de las víctimas, 
para que el autor de los daños no rechace la 
demanda haciendo uso de su posición privi-
legiada20. La consagración del llamamiento 
de oficio del presunto responsable, como 
vimos atrás, permite una intervención adi-
cional del Juez, para poner en pie de igual-
dad a las partes en el proceso, pues permite 
que sea éste, y no sólo la parte, quien señale 
quiénes deben integrar la parte pasiva de la 
acción. En líneas generales, el parágrafo del 
artículo 52 de la Ley 472 de 1998 plantea 
una forma diferente de ejecutar y entender 
el vínculo de responsabilidad. 

Entender la adjudicación de derechos 
que surge de la aplicación de una norma 
procesal, nos permite analizarla a través de 
tres criterios propios del análisis económico 
del derecho (en adelante aed) como son: 
la eficiencia económica21, las preferencias 
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distributivas22 y aquello que calabresi y me-
lamed denominan “otras consideraciones de 
justicia”23. Dichos criterios, serán muy impor-
tantes para confrontar las finalidades ideales 
que, supuestamente, la norma ejecuta y los 
efectos que en la práctica tiene la misma.

en este contexto, lo primero que debe-
mos hacer es identificar cuáles son los fines 
ideales que con la consagración de esta 
norma se pretenden cumplir.

A. Finalidades de la norma que consagra 
el llamamiento de oficio del presunto 
responsable en el campo de las acciones de 
grupo.

La primera consideración que podemos 
hacer y que surge como conclusión de lo 
atrás explicado es que la norma objeto de 
estudio es el medio para hacer efectivas las 
reglas de responsabilidad y a su vez afecta 
su alcance. Esta afirmación nos permite 
concluir entonces que la norma que consa-
gra la posibilidad de llamar de oficio a los 
presuntos responsables, tendrá por obje-
to cumplir las finalidades generales que se 
predican de toda norma de responsabilidad 
civil, a saber24:

1. Finalidad preventiva: reducción del nú-
mero y de la gravedad de los accidentes, 
o “reducción primaria de los costos”. 
Lo anterior se pretende materializar a 
través del uso de dos técnicas: a. Pre-
vención general por medio del mercado, 
como arreglo institucional que permite 
limitar o prohibir algunas actividades 
que se entiendan como particularmente 
peligrosas y b. Prevención específica o 
método colectivo que consiste en enca-
recer el ejercicio de dichas actividades 
para desincentivarlas.

2. Finalidad indemnizatoria: reducción de 
los costos sociales que se deriven de 
la ocurrencia de accidentes, esto es lo 
que comúnmente se conoce como la 
satisfacción del derecho de las víctimas 
a ser reparadas25. Se materializa a través 
de dos métodos: a. método del fraccio-
namiento que supone dividir el costo 
que causen los accidentes entre varios 
sujetos y b. método de la buena bolsa 
(<<deep pocket>>) que consiste en imputar 
el costo de las pérdidas a los grupos so-
ciales que están mejor protegidos contra 
las mismas26. 

3.  reducción de los costos de administrar 
los accidentes27 lo cual significa ave-
riguar si los métodos particulares pro-
puestos para cumplir con los primeros 
dos fines producen más beneficios que 
los costos administrativos para solven-
tarlos.

Las finalidades arriba mencionadas tam-
bién han sido tomadas en cuenta por los 
juristas quienes a pesar de no haber hablado 
de costos primarios y secundarios sí se han 
referido a los objetivos que debe cumplir la 
responsabilidad civil, en los siguientes tér-
minos: “La responsabilidad civil es la obligación de 
responder ante la justicia por un daño, y de reparar 
sus consecuencias indemnizando a la víctima. Su 
objetivo principal es la reparación, que consiste en 
restablecer el equilibrio que había sido roto, por el 
autor del daño, entre su patrimonio y el de la víctima; 
presenta también un aspecto preventivo (que conduce 
a los ciudadanos a actuar con prudencia, a fin de 
evitar el compromiso de su responsabilidad). La res-
ponsabilidad civil permite también diluir la carga de 
un daño, cuando es inequitativo que este sea soportado 
por quien lo ha causado (por la vía de la Seguridad 
Social y del Seguro)”28. 
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B. Aplicación del aed a dos escenarios 
ejemplificativos

Establecidas las finalidades que pretende 
cumplir la norma, entremos en materia. 
Hemos decidido abordar las consecuencias 
que surgen, a nivel práctico, del hecho de 
haber permitido que la decisión de vincular 
a los presuntos responsables quede al libre 
arbitrio del juez de primera instancia y del 
hecho de haber asimilado al presunto res-
ponsable con el demandado. como expli-
camos atrás, evaluaremos estas situaciones 
desde el punto de vista de la adjudicación 
de derechos y las finalidades ideales que 
pretende cumplir la norma en dos escena-
rios prácticos disímiles que, como veremos 
más adelante, nos permiten construir una 
tipología de escenarios.

escenario 1.
Un grupo de individuos que resulta perju-
dicado por una modificación realizada por 
una entidad financiera (x) a los servicios 
que viene prestando, demanda a la Super-
intendencia Financiera de Colombia (sFc) 
por considerar que la misma incumplió con 
sus labores de vigilancia y control sobre la 
entidad mencionada. El juez al conocer del 
asunto vincula en calidad de presunto res-
ponsable a la entidad financiera x.

La regulación actual permite perfecta-
mente la vinculación de x, a pesar de que en 
efecto puede considerarse que en la genera-
ción de los daños participó x, en la medida 
en que si no hubiera modificado los servicios 
que venía prestando, el grupo no hubiera 
resultado lesionado. No obstante lo ante-
rior, es importante tener en cuenta algunas 
consideraciones prácticas: cuando el actor 
redacta la demanda lo hace teniendo en 

mente al demandado, en este caso a la sFc, 
esto supone que tanto los hechos como las 
pretensiones estén dirigidas a establecer la 
responsabilidad de la sFc y no de x, razón 
por la cual en muchas ocasiones la demanda 
no será oponible a x. Puede pensarse por 
ejemplo en la siguiente pretensión: Que se 
declare la responsabilidad de la sFc por ha-
ber incumplido con sus labores de vigilancia 
y control. Frente a esta pretensión lo único 
que x, como presunto demandado podría 
contestar es: A mí no se me puede imputar 
responsabilidad porque yo no tengo labores 
de vigilancia y control.

Esta situación podría repercutir en con-
tra de los actores, en la medida en que tal 
cual ha sido redactada la demanda sería ino-
cua respecto de la entidad financiera x. En 
este caso no podría cumplirse con ninguna 
de las finalidades buscadas por la norma, en 
efecto, no podría asegurarse la reparación 
con la vinculación de otro patrimonio.

Desde el punto de vista del presunto res-
ponsable, el panorama tampoco resulta ser 
mejor. de existir una condena, estaríamos 
frente a una clara violación del derecho de 
defensa, pues para poder responder por los 
daños ocasionados el individuo tiene que 
saber de forma clara los hechos y las preten-
siones que se aducen en su contra. En este 
caso dicha situación no se da pues la manera 
como se notifica al presunto responsable es 
la misma que se usa para el demandado, lo 
cual implica que únicamente se le dé copia 
de la demanda y sus anexos. como explica-
mos anteriormente, esto trae un problema 
práctico que resulta insuperable y es que 
la demanda ha sido redactada teniendo en 
cuenta que el demandado es la sFc y no x.

Desde el punto de vista de la asignación 
de derechos consideramos que la misma sí 
resulta deseable, pues de haber existido da-
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ños los mismos han sido ocasionados tanto 
por la actividad del banco como por la in-
actividad de la superintendencia financiera. 
No obstante lo anterior, consideramos que 
la norma genera una excesiva exigencia de 
cuidado para la entidad financiera, pues si 
quiere evitar que la vinculen en calidad de 
presunto responsable tendría que consultar 
a la superintendencia cada uno de los mo-
vimientos que pretendiera hacer, para evitar 
que la omisión de la superintendencia pudie-
ra llegar a comprometer su responsabilidad. 
Ello resulta muy negativo no sólo porque la 
entidad financiera no puede ejercer su acti-
vidad con la agilidad que exige el mercado 
sino porque además el número de consultas 
puede llegar a ser muy vasto y la superin-
tendencia puede no tener la capacidad para 
atenderlas.

escenario 2
Un grupo de individuos habita en la rivera 
de un río y su principal actividad econó-
mica es la pesca. Dicho río además es una 
fuente muy importante que provee oro; dos 
multinacionales (A y B), establecidas a la 
orilla del mismo, explotan allí dicho metal. 
Para tal fin, se sirven de dos procedimientos 
diferentes. El procedimiento utilizado por 
la primera multinacional es altamente con-
taminante y como consecuencia del mismo 
disminuye sustancialmente la cantidad de 
peces en el río, afectando la economía del 
grupo rivereño. La segunda multinacional, 
en cambio, utiliza un procedimiento que 
no contamina en lo absoluto dicho río. No 
obstante, el grupo afectado cree que los da-
ños se deben a la manera como la segunda 
multinacional explota el oro y por lo tanto 
procede a demandarla. El juez durante la 
primera instancia establece que el individuo 
demandado no tiene responsabilidad por los 

hechos aducidos en la demanda y que quien 
debió ser demandada fue la primera multina-
cional, así que procede a vincularla.

Aunque este escenario no resulta ser 
en realidad muy frecuente, es tal vez aquél 
en el cual se presenta de forma más be-
neficiosa el hecho de que el juez tenga la 
facultad de llamar a presuntos responsables 
de forma discrecional, pues ese amplio mar-
gen de libertad se traduce en la posibilidad 
de vincular a los verdaderos responsables, 
cumpliendo así una de las finalidades más 
interesantes de la figura que es la de poner 
en pie de igualdad a las partes, lo que se 
traduce en lograr para el grupo afectado la 
reparación de los perjuicios. Así mismo evita 
que se concluyan procesos con sentencias 
meramente formales29 y se congestione la 
jurisdicción con procesos que no van a dar 
solución a los problemas planteados y a los 
daños efectivamente ocasionados.

De otro lado, como se trata de la vin-
culación de los verdaderos responsables, 
resulta beneficioso para ambas partes que 
se aplique al presunto responsable el mismo 
régimen jurídico que al demandado. Pues 
efectivamente lo que se está ventilado es su 
posible responsabilidad, pero adicionalmen-
te los hechos y pretensiones de la demanda 
le son completamente oponibles. 

Esta situación propugna además por 
una asignación de derechos que resulta más 
acorde con el principio de asignación que 
constituyen las normas de responsabilidad 
en que se fundamenta nuestro ordenamiento 
jurídico. Pues atribuye la obligación de repa-
rar los daños a quien realmente la tiene. 

Así mismo, en relación con la dismi-
nución de los costos administrativos, cabe 
anotar que, en este caso, llamar de oficio al 
presunto responsable trae como consecuen-
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cia que se ahorren costos en el movimiento 
del aparato judicial; pues se logra en un 
solo proceso determinar que el demandado 
directo no es el responsable pero que ese 
responsable, si existe, se le puede hacer 
comparecer. Adicionalmente, el uso de la 
figura en este escenario reduce los costos 
de transacción que supone, para los actores, 
determinar a quién se debe demandar. Si se 
siguiera en cambio el régimen que consagra 
el cpc y el cca, esto no sería posible pues si 
en un proceso se demuestra que el demanda-
do directo no es el responsable, simplemen-
te se dicta una sentencia absolutoria y si se 
quiere perseguir la responsabilidad de otro 
sujeto por esos daños, se tiene que iniciar un 
nuevo proceso.

C. Identificación de un mínimo común 
denominador existente entre los escenarios 
ejemplificativos, que permite que en todos 
ellos el juez pueda vincular de oficio, a 
otros presuntos responsables

Establecidos los dos escenarios anteriores, 
resulta importante establecer cuál es el ele-
mento que los mismos tienen en común y 
qué permite que la norma pueda ser aplicada 
en situaciones tan disímiles.

En pro de dar una respuesta satisfactoria 
a esta pregunta, resulta necesario abordar 
nuevamente el tema del nexo de causali-
dad o como lo llama la Ley 472 de 1998, la 
causa del daño. La norma procesal objeto 
de análisis faculta al juez para determinar la 
presencia de un posible nexo de causalidad y 
señalar al posible responsable vinculándolo 
al proceso para que, de ser hallado responsa-
ble, cumpla con la obligación indemnizato-
ria, respecto de los perjuicios que suscitaron 
la acción. El juez, para establecer la causa 
del daño, debe tener en cuenta dos elemen-

tos: de un lado los hechos narrados en la 
demanda, en relación con las pretensiones 
esgrimidas en la misma y, así mismo, debe 
filtrar esa información a través de una de las 
teorías de la causalidad30 que escoja. 

En primer término, consideramos que la 
demanda tiene que ser para el juez la carta 
de navegación y que, aunque es inevitable 
que el juez interprete de forma extensiva o 
restrictiva lo allí expresado, esa interpre-
tación debe atenerse en la medida de lo 
posible, a los parámetros literales allí con-
signados. Adicionalmente, la escogencia de 
la teoría de la causalidad tampoco puede ser 
del todo arbitraria y creemos que debería 
ajustarse a la tendencia que la jurisprudencia 
de forma mayoritaria ha acogido, es decir, 
la teoría de la causalidad adecuada. De otro 
lado, el funcionario judicial debe evaluar las 
consecuencias que tiene la aplicación de la 
norma en cada caso concreto así mismo no 
debe perder de vista las finalidades que la 
norma debe cumplir.

Adicional a lo anteriormente dicho, ca-
be anotar que el factor que genera estos 
escenarios disímiles radica en las diferencias 
que existen entre los individuos que causan 
el daño, lo que lleva a que en algunos ca-
sos la exigencia de responsabilidad a unos 
–entiéndase demandados directos- y otros– 
entiéndase vinculados de oficio en calidad 
de presuntos responsables- sea comparable 
mientras que en otros no. Por esta razón, 
hemos decidido proponer una tipología 
que describa las mencionadas relaciones y 
que nos permita dilucidar en la tercera parte 
de este trabajo, cuáles son los mecanismos 
necesarios para adecuar la norma al cumpli-
miento de las finalidades teniendo en cuenta 
y, por lo tanto, conciliando las diferencias 
mencionadas. 
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D. Tipología de escenarios según la 
relación entre los individuos que causan el 
daño: escenarios verticales y horizontales y 
sus consecuencias procesales. 

Desde el punto de vista de las relaciones 
existentes entre las partes que causan el da-
ño (demandado directo y presunto respon-
sable), resulta plausible distinguir entre dos 
tipos de escenarios que llamaremos esce-
narios verticales y escenarios horizontales. 
Los primeros corresponden a situaciones 
en donde quien es vinculado al proceso 
en calidad de presunto responsable ejerce 
una actividad distinta a la del demandado 
directo, y por tal motivo puede exigírseles 
un grado de cuidado diferente que no pue-
de ser comparable, es el caso de nuestro 
escenario 1. Los segundos corresponden a 
situaciones en donde quien es vinculado al 
proceso en calidad de presunto responsable 
ejerce la misma actividad que el demandado 
principal y por lo tanto un mismo grado de 
cuidado que resulta comparable entre sí. Es 
el caso de nuestro escenario 2. 

Podemos decir, en líneas generales, que 
la aplicación de la figura del llamamiento 
de oficio a otros presuntos responsables, 
tal cual ha sido concebida por el Consejo 
de Estado, opera en mejor forma frente a 
escenarios horizontales que como lo hace 
en presencia de escenarios verticales. 

En los escenarios horizontales, como 
vimos atrás, resulta factible aplicar la norma 
con la regulación que le dio el Consejo de 
Estado sin violar el derecho de defensa de 
los presuntos responsables, en la medida en 
que por tratarse de supuestos daños que de-
rivan de una conducta igual desplegada tan-
to por el demandado principal como por el 
presunto responsable, a ambos resulta per-
fectamente oponible el texto de la demanda. 

Ello se traduce en el hecho de que ambos 
sujetos conozcan plenamente los hechos 
y cargos que se le imputa y en esa medida 
puedan estructurar en debida forma su de-
fensa. Así mismo, en relación con el recurso 
que puede instaurarse en contra del auto 
admisorio de la demanda, el hecho de que 
solo proceda la reposición no va en contra 
del derecho de defensa del o los presuntos 
responsables por cuanto realmente están en 
las mismas condiciones que el demandado 
directo. Es así como el derecho a la igualdad 
también se ve protegido.

En relación con los escenarios verticales, 
nos encontramos frente a una situación en la 
cual la imputación de responsabilidad que 
se pretende hacer al demandado principal y 
al presunto responsable, se fundamenta en 
el hecho de haber desplegado conductas 
diferentes entre sí que no resultan compa-
rables. Esta situación la vemos presente en 
situaciones en las cuales a uno de los sujetos 
mencionados se le endilga una responsabili-
dad por una omisión y al otro por una acción 
o cuando, aunque a ambos se les endilgue 
una acción o una omisión, las mismas son 
diferentes entre sí. 

En estos escenarios, no resulta factible 
aplicar la norma que faculta al juez para 
llamar de oficio a otros presuntos respon-
sables, cuando el texto de la demanda ha 
sido redactado con el objetivo de imputar 
responsabilidad al demandado directo. Ello 
por cuanto ni los hechos ni las pretensiones 
resultan oponibles y, de hacerlo, se estaría 
conculcando los derechos a la igualdad y a 
la defensa de los presunto responsables.

Para superar, respecto de los escenarios 
verticales, los problemas que hemos identifi-
cado, consideramos necesario proponer una 
serie de modificaciones que nos permitan 
equiparar los niveles de cuidado exigibles 
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al demandado principal y al presunto res-
ponsable. 

III. PROPUESTAS PARA MODIFICAR LA 

NORMA DEL LLAMAMIENTO DE OFICIO 

AL PRESUNTO RESPONSABLE 

En este aparte nos proponemos sugerir al-
gunos cambios para la figura del llama-
miento de oficio del presunto responsable 
que permitan que la norma cumpla con las 
finalidades ideales que la inspiran, que per-
mita una adjudicación de derechos deseable 
y que exija un nivel de cuidado comparable 
con el exigido al demandado principal, con-
forme al cual la norma sea suficiente para 
evitar daños masivos pero que no afecte las 
actividades económicas que pueden generar 
esos daños.

La manera como abordaremos este tema 
será el siguiente: Lo primero será expresar 
cuáles son las razones que nos permiten 
afirmar que la norma del llamamiento de 
oficio de otros presuntos responsables es 
necesaria para cumplir el cometido de las 
acciones de grupo, para tal fin nos pregunta-
remos cuáles son las razones para no volver 
al régimen establecido por el cpc y por el 
cca. Lo segundo será ponerle algunos pa-
rámetros a la discrecionalidad del juez y lo 
tercero plantear algunos cuestionamientos 
sobre la naturaleza propia de los presuntos 
responsables. 

A. ¿Por qué no retornar al régimen 
procesal establecido por el cpc y el cca?

Regresar a este sistema supondría que supri-
miéramos la figura del llamamiento de oficio 
de otros presuntos responsables. Así mismo, 

volveríamos al régimen anterior conforme al 
cual señalar al demandado estaba en manos 
exclusivamente del actor quien podía ha-
cerlo sólo en las oportunidades procesales 
correspondientes. 

Si trasladamos este esquema procesal al 
campo de las acciones de grupo, lo primero 
que podríamos notar es que una regla en este 
sentido opera en contra de actor, descono-
ciendo uno de los postulados que inspira las 
acciones de grupo cual es el de reconocer 
la existencia de una parte débil (el actor) 
que merece especial protección respecto de 
una parte fuerte (el demandado). En efecto, 
dejar el señalamiento del demandado en 
cabeza del actor, supone que si ese señala-
miento es erróneo, el actor deba cargar con 
las consecuencias de ese error. De un lado el 
actor no podrá hacer efectiva la pretensión 
indemnizatoria, es decir que tendrá que 
cargar con los costos de esos daños. de otro 
lado, si quiere dirigirse contra el verdadero 
responsable deberá hacerlo iniciando un 
nuevo proceso en su contra, pero dicho pro-
ceso estará sometido a la posible ocurrencia 
de una caducidad. así mismo, si el señala-
miento no es errado pero el señalado no es el 
único que generó los daños, los actores sólo 
puedan obtener la reparación del demanda-
do. Si ese demandado resulta insolvente, los 
actores no podrán obtener la satisfacción de 
la obligación indemnizatoria.

Suprimir la figura del llamamiento de 
oficio de otros presuntos responsables im-
posibilitaría totalmente el que se pudieran 
dar inclusive los escenarios horizontales, 
en los cuales, como hemos visto, el llama-
miento de oficio de presuntos responsables 
es eficiente y provee una adjudicación de 
derechos deseable.
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B. Parámetros para el juez en lo que hace a 
la determinación del nexo de causalidad

como explicamos anteriormente, la razón 
por la cual se dan múltiples escenarios en los 
cuales la norma se aplica de forma disímil, 
obedece a la discrecionalidad que tiene el 
juez tanto en la interpretación de la deman-
da, como en la escogencia de la teoría de la 
causalidad que va a aplicar para identificar el 
nexo de causalidad en cada caso concreto.

Aquí no resulta suficiente establecer cuál 
es la teoría de la causalidad que debe usarse. 
Como dijimos en la segunda parte, creemos 
que debe ser la de la causalidad adecuada, 
pero dicha decisión no termina con los pro-
blemas que hemos identificado. En efecto, 
la teoría de la causalidad adecuada supone 
que se haga, a posteriori, un examen que 
consiste en “preguntarse retrospectivamente si era 
objetivamente posible pensar que tal hecho provoca-
ría normalmente este efecto dañino”31. Este tipo 
de análisis recibe, por parte del profesor le 
tourneau, una fuerte crítica por cuanto él 
considera que “El carácter totalmente artificial 
y abstracto del examen retroactivo debería bastar 
para no admitir esta teoría si no es con prudencia y 
circunspección”32

Consideramos que tal prudencia y cir-
cunspección sugieren que la interpretación 
que haga el juez de los hechos de la deman-
da se haga en concordancia con las preten-
siones, es decir, con lo que quiere la parte 
actora, para evitar situaciones como la que 
hemos referido al estudiar el escenario 1. 
Consideramos que no deben darse situacio-
nes en las que se abra la posibilidad de una 
adjudicación de derechos a quien no los ha 
solicitado, pues ello supondría que el juez 
asumiera un papel que no le corresponde 
cual es el de iniciar la acción33.

así mismo, el nexo de causalidad debe 
reunir una serie de características entre ellas 
el hecho de ser cierto y directo. Aunque el 
señalamiento de los presuntos responsables 
no requiere de una certeza plena, sí creemos 
que, como bien lo ha sostenido el Consejo 
de estado, debe establecerse su existencia 
durante el curso de la primera instancia. Ello 
significa que la decisión de vincular a otro 
presunto responsable no puede obedecer a 
que dicho sujeto simplemente se mencionó 
en la demanda sino que el juez adelantó un 
proceso de averiguación serio que le per-
mitió concluir la posible intervención de 
otros sujetos en los hechos que generaron 
la acción. Tal determinación supone tener 
un grado medio de certeza en la posible in-
tervención y, así mismo, que el perjuicio sea 
una consecuencia directa de ese actuar. 

Adicionalmente, al momento de esta-
blecer el nexo de causalidad, el juez deberá 
tener en cuenta las consideraciones de efi-
ciencia y de adjudicación de derechos que 
hemos explicado al abordar los escenarios 
ejemplificativos.

C. Reconocimiento de las diferencias 
existentes entre la figura del presunto 
responsable y el demandado, la necesidad 
de una regulación autónoma 

como hemos explicado en la primera y se-
gunda parte de este escrito, el tratamiento 
procesal que recibe el presunto responsable 
es el mismo que recibe el demandado. No 
obstante lo anterior, hemos expuesto las 
diferencias entre ambas figuras. En efecto, 
lo que se pretende tanto del demandado 
como del presunto responsable es que res-
ponda por los daños generados al grupo 
afectado, porque se considera que ambos 
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participaron en los hechos que generaron 
los perjuicios. Adicionalmente, si el actor 
no indica a un demandado, el proceso no se 
puede iniciar. Si el juez no vincula a otros 
posibles responsables, el proceso igual se 
puede iniciar y seguir únicamente en contra 
del demandado directo.

Así mismo, hemos concluido que dichas 
diferencias traen una serie de consecuencias. 
Lo primero que podemos decir es que la de-
manda al ser redactada por el actor, teniendo 
en mente al demandado principal, en mu-
chos casos, no le resulta del todo oponible 
al presunto responsable. Adicionalmente, 
cuando es el demandado quien señala a un 
individuo como el causante de esos daños 
lo hace con la convicción de que los daños 
sufridos le son atribuibles a él. Cuando es 
el juez quien lo señala lo hace partiendo de 
los hechos narrados en la demanda y de la 
escogencia personal de aquellos que él con-
sidera relevantes (con base en la teoría de la 
causalidad que escoja) y con base en ellos es 
que construye ese primer escalón del nexo 
de causalidad. 

De otro lado, el actor sólo puede vin-
cular al demandado en la demanda o en su 
reforma, es decir, al inicio del proceso. El 
juez en cambio tiene toda la primera ins-
tancia para vincularlo. Tal situación genera 
inconvenientes para el presunto respon-
sable, en la medida en que muchas veces 
puede adelantarse la etapa probatoria sin su 
participación pero las pruebas allí practica-
das sí le son oponibles. Este hecho resulta 
particularmente gravoso en casos complejos 
en donde los hechos de la demanda o las 
pretensiones, que se busca probar o desvir-
tuar con las pruebas, han sido redactados 
teniendo en mente a un demandado directo 
cuya naturaleza y forma de participación 

en los hechos resulta ser diferente a la del 
presunto responsable. 

Adicionalmente, el auto admisorio de 
la demanda únicamente admite recurso de 
reposición que -como es sabido, rara vez 
prospera tal situación-, hace que sea más 
difícil para el presunto responsable libe-
rarse de la vinculación, en especial si nos 
encontramos en presencia de escenarios 
verticales lo anterior aunado al hecho de 
que la motivación del auto admisorio de la 
demanda no puede ser la misma que la mo-
tivación del auto que vincula a otros presun-
tos responsables. No obstante lo anterior, 
en la práctica, la tendencia acogida por los 
jueces ha sido la de no motivar el auto que 
decide la vinculación, y, simplemente, no-
tificar personalmente el auto admisorio de 
la demanda y correrle traslado al presunto 
responsable en los mismos términos que al 
demandado principal.

dadas las razones atrás expuestas, pro-
ponemos que se reconozcan las diferencias 
existentes entre ambas figuras y que no se 
les apliquen normas que vayan en contra de 
su naturaleza y que violen el derecho funda-
mental al debido proceso que se encuentra 
en cabeza del presunto responsable.

pasemos entonces a exponer de forma 
concreta los cambios que creemos deben 
ser implementados. Consideramos que, en 
virtud de esa naturaleza diferente y en cum-
plimiento del postulado que indica que debe 
primar el derecho sustancial sobre el dere-
cho procesal, la primera modificación que 
debe realizarse es la de conceder el recurso 
de apelación en contra del auto que vincule 
a otros presuntos responsables. Permitir 
que el juez de segunda instancia evalúe las 
razones que tuvo el juez de primera instan-
cia para vincular al presunto responsable, 
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constituye una garantía, no sólo para el 
vinculado sino también para el proceso. En 
efecto, el juez de segunda instancia podrá 
verificar si el nexo de causalidad ha sido 
estructurado en debida forma (teniendo 
en cuenta los criterios mencionados en el 
aparte anterior) y si la vinculación puede o 
no ser violatoria del debido proceso. Estas 
decisiones pueden evitar la presentación de 
acciones de tutela, así como una posible ad-
judicación de derechos indeseables (ya sea 
porque se conceden derechos a quien no los 
ha pedido o porque se va en contra de quien 
en realidad es una víctima).

El segundo cambio que consideramos 
esencial supone que el juez esté obligado 
a motivar el auto que vincula al presunto 
responsable, atendiendo a su naturaleza. No 
basta que se motive el auto admisorio, en el 
sentido de verificar que se cumplan todos los 
requisitos de la demanda sino que además se 
expliquen las razones por las cuales se vincu-
ló al presunto responsable, y que en ellas de 
manera clara y precisa se establezca la causa 
de los daños y la posible relación existente 
entre la conducta del presunto responsable 
y los hechos que generaron dichos daños. 
Ello asegurará el derecho de defensa del 
presunto responsable y así mismo obligará 
al juez a hacer un examen más detallado de 
la situación y de la conveniencia de tomar 
tal decisión. La motivación resulta muy im-
portante si se permite la apelación del auto 
en cuestión, pues dicha motivación es la que 
le da luces al juez de segunda instancia para 
entender el tipo de razonamiento realizado 
por el a quo.

Un tercer cambio que resulta difícil de 
hacer, supone que en presencia de escena-
rios verticales, exista la obligación ya sea en 
cabeza del juez o de la parte de estructurar 

en contra del presunto responsable un nue-
vo texto en el que se consigne un resumen 
de los hechos que suscitan la acción así co-
mo las pretensiones que específicamente se 
quieran hacer valer en relación con este su-
jeto, así mismo las pruebas que se pretendan 
hacer valer en su contra. Creemos que dicho 
documento logrará salvaguardar el derecho 
de defensa del presunto responsable.

La ejecución de dicha propuesta no re-
sulta fácil. Si se deja en cabeza del juez la 
redacción de esta nueva demanda, podría 
llegar a pensarse que se estaría comprome-
tiendo la imparcialidad del juzgador y que 
cualquier adjudicación de derechos que 
surgiera de allí sería perversa. En consecuen-
cia, se estaría en presencia de un posible 
prejuzgamiento.

Si se deja esta obligación en cabeza del 
grupo actor, creemos que ello supondría que 
el juez avisara la existencia de esta situación 
y le diera un tiempo límite a los actores 
para que formularan esta nueva demanda 
y de no hacerlo podría entenderse que se 
renuncia a la posibilidad de demandar a ese 
presunto responsable. De otro lado somos 
conscientes que esta propuesta supone un 
paso adicional y una mayor demora del pro-
ceso pero consideramos que resulta acorde 
con los postulados constitucionales, con el 
principio de adjudicación dibujado por las 
normas de responsabilidad y permite cum-
plir las finalidades de la norma. 

La realización de estas propuestas im-
plica que si son mejores las condiciones en 
que se vincula a un sujeto como presunto 
responsable, es probable que los sujetos 
que puedan encontrarse en circunstancias 
similares no tomen decisiones extremas para 
evitar tal vinculación. 
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D. Manera de hacer efectivos los cambios 
mencionados:

1. Suscitar una sentencia de 
constitucionalidad.

Una de las formas como creemos que se 
pueden introducir estos cambios supone 
que se demande la interpretación que de la 
misma ha realizado el Consejo de Estado34. 
Los cargos que podrían tenerse en cuenta 
para tal fin podrían ser la violación del debi-
do proceso y del derecho a la igualdad. 

La Corte Constitucional puede respon-
der acogiendo una de las siguientes tres 
alternativas: (1) declarando la inconstitu-
cionalidad de la norma en su totalidad y 
sacándola del ordenamiento jurídico; (2) 
declarando la constitucionalidad de la in-
terpretación realizada por el Consejo de 
Estado pero condicionada únicamente a 
los escenarios horizontales, es decir, en los 
casos en que se haya señalado mal al de-
mandado o en los cuales exista más de un 
responsable que tenga la misma naturaleza y 
características del demandado principal; (3) 
declarar la constitucionalidad de la norma 
y no pronunciarse sobre la interpretación 
realizada por el Consejo de Estado.

De las tres decisiones posibles consi-
deramos que ninguna resulta del todo sa-
tisfactoria para lograr los fines que hemos 
explicado. La primera alternativa supone 
acoger el régimen procesal del cpc y del 
cca, que como explicamos anteriormente 
no resulta ser una solución deseable por 
cuanto va en contravía de la tendencia ideo-
lógica seguida por las acciones de grupo.

La segunda alternativa aunque resulta 
ser la más acorde con nuestra intención pero 
aún así resulta restrictiva pues únicamente 

contempla la posibilidad de utilizar la norma 
en escenarios horizontales.

La tercera alternativa claramente nos de-
ja en la misma situación en que nos encon-
tramos en la actualidad, inclusive podríamos 
afirmar que en una situación peor por cuanto 
existiendo una sentencia de constituciona-
lidad en firme, la única forma para modi-
ficar la norma termina siendo la reforma 
legislativa. 

Aunque como ya lo dijimos, ninguna 
de las alternativas aquí explicadas satisface 
plenamente los objetivos que buscamos, lo 
cierto es que a nivel práctico demandar la 
posible inconstitucionalidad de la dispo-
sición jurídica es la solución más fácil de 
implementar y que genera menos resistencia 
en nuestro sistema jurídico.

2. Proponer una reforma legislativa.

Otra opción para introducir las reformas 
aquí explicadas puede lograrse presentando 
un proyecto de ley para que sea debatido en 
el Congreso. Estos debates suponen tam-
bién un riesgo en la medida en que producto 
de ellos puede ser una ampliación excesiva 
de la norma o una restricción excesiva. de 
otro lado, por tratarse de una norma de 
naturaleza procesal, la misma debe ser de-
batida por quienes tengan un conocimiento 
profundo del tema procesal y del litigio, 
cosa que en nuestro Congreso resulta difícil 
encontrar. Ello para evitar modificaciones 
a la norma que vuelvan a entrar en contra-
dicción con la tendencia ideológica y con 
las finalidades que se busca cumplir con la 
misma. Adicionalmente es claro que una re-
forma a la ley resulta ser bastante demorada. 
Por las anteriores consideraciones creemos 
que esta posibilidad de reforma no resulta 
ser la más conveniente.



24 Juliana velasco GreGory

con-texto • revista de derecho y economía • n.º 30 • PP. 9-30 • 2008

3. Dar un alcance diferente a la primacía 
del derecho sustancial sobre el formal.

como explicamos en la primera parte, el 
Consejo de Estado, asimiló la figura del 
llamamiento de oficio del presunto respon-
sable al demandado. Tal decisión obedeció 
a que la regulación dada a la figura por el 
parágrafo del artículo 52 de la Ley 472 de 
1998, era muy escueta y al hecho de que la 
mencionada ley hace un reenvío normativo 
al código de procedimiento civil en todo 
lo no regulado por dicha ley. En realidad 
lo que hizo el Consejo de Estado fue ver 
la existencia de una laguna en el ordena-
miento y decidió llenarla haciendo uso de 
la analogía con la norma que encontró más 
similar a la del presunto responsable cual es 
la del demandado. como hemos explicado 
a lo largo de este texto, tal asimilación tie-
ne consecuencias nefastas que demuestran 
la necesidad de reconocer que se trata de 
figuras distintas y, en consecuencia, supone 
reconocer la existencia de una laguna legal 
que no puede ser llenada a través del uso 
de la analogía.

Es por ello que nos atrevemos a afirmar 
que el Consejo de Estado de manera erró-
nea ha caído en el dogma de la plenitud35 
del ordenamiento jurídico al entender que 
las lagunas que puede presentar el mismo 
pueden llenarse siempre recurriendo a la 
analogía36, en este caso, a lo que Norberto 
Bobbio denomina auto-integración. 

en este contexto resulta esencial hacer 
uso del postulado constitucional consagrado 
en el artículo 228 de la c.n. que supone que 
debe primar el derecho sustancial sobre el 
derecho procesal. Para la Corte Constitu-
cional este postulado opera en el sentido de 
entender que la norma procesal tiene la fina-
lidad de realizar los derechos reconocidos 

en la ley sustancial. Dicha interpretación 
habilita al juez para inaplicar la norma por 
considerar que la misma impide hacer efec-
tivo el derecho sustancial, pero no aplicar 
dicha norma también significa que el juez 
está adoptando otra forma procesal que le 
permite hacer efectivo ese derecho37.

Para el caso concreto, consideramos que 
el Juez de la acción de grupo al enfrentarse 
a los escenarios explicados debe hacer lo 
siguiente: en aquellos escenarios en que no 
resulte conveniente en absoluto, el juez de-
berá inaplicar la norma, es decir, en el caso 
concreto retornar al régimen establecido 
por el cpc y el cca. En los escenarios en que 
en cambio resulte útil la norma, olvidar la 
regulación hecha por analogía de la misma 
y aplicar una regulación propia y adecuada 
al caso concreto. 

Evidentemente, hacer una aseveración 
como esta es probable que tenga muchos 
detractores. Decir que el juez debe conceder 
un recurso de apelación cuando el mismo no 
ha sido consagrado en la Ley 472 de 1998 ni 
en el cpc, y cuando partimos de la idea que 
el recurso de apelación procede únicamente 
respecto de los autos para los cuales ha sido 
consagrado de forma taxativa38, puede no 
ser de buen recibo. Pero no podemos olvidar 
que uno de los postulados del Estado social 
de Derecho, obliga a hacer efectivos los 
derechos que han sido otorgados. En virtud 
de esta obligación, se consagra un postulado 
como el del artículo 228 de la c.n. y si se 
demuestra, como en el caso concreto que 
para hacer efectivos los derechos de ambas 
partes en el proceso las normas procesales 
vigentes no son efectivas, creemos que debe 
abrirse paso a la flexibilización del derecho 
procesal y a la adopción de reglas procesales 
diferentes. 
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CONCLUSIONES

1.  el llamamiento de oficio del presun-
to responsable, rompe con la manera 
como tradicionalmente -entiéndase en 
vigencia del c.p.c.-, se había entendido 
la determinación del nexo de causalidad. 
Dicha determinación pasa de ser potes-
tad exclusiva del actor a ser una potestad 
compartida con el juez. 

2.  el análisis económico del derecho apli-
cado a la norma procesal, objeto de 
análisis, en escenarios prácticos nos per-
mite concluir si la norma cumple o no 
las finalidades ideales que la inspiran. 
Así mismo, nos permite construir una 
tipología de escenarios horizontales y 
verticales. En los primeros, el grado de 
cuidado exigible al presunto responsable 
es equiparable al del demandado direc-
to. En los segundos, el grado de cuidado 
exigible al presunto responsable no es 
comparable con el exigido al demanda-
do.

3.  La norma, tal cual ha sido concebida por 
el legislador y la jurisprudencia del Con-
sejo de Estado, en escenarios verticales, 
resulta ser ineficiente y genera una ad-
judicación de derechos indeseable. Esta 
situación obedece a la manera como el 
juez construye el nexo de causalidad y 
al hecho de haber asimilado la figura del 
presunto responsable a la del demanda-
do directo.

4.  La manera más idónea para superar las 
dificultades identificadas supone un 
cambio en la mentalidad procesal de los 
operadores judiciales dando un alcance 
diferente al postulado de la primacía del 
derecho sustancial sobre el formal en la 
aplicación práctica del llamamiento de 
oficio de otros presuntos responsables. 
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* contexto: revista de derecho y economía, n.º 
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1 artículo Ganador del primer concurso José iGna-
cio de márquez Junior-universidad externado 
de colombia, septiembre de 2009.

2 el parágrafo del artículo 52 de la ley 472 de 1998 
consagra la figura del llamamiento de oficio de 
otros presuntos responsables en los siguientes 
términos: Artículo 52º. (…) Parágrafo.- La demanda se 
dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión 

que la motiva, el cual debe ser determinado. No obstante, 
cuando en el curso del proceso se establezca que existen otros 
posibles responsables, el juez de primera instancia, de oficio 
ordenará su citación.

3 el teorema de coase plantea que: “Cuando los cos-
tos de transacción son nulos, un uso eficiente de los recursos 
proviene de la negociación privada, cualquiera que sea la 
asignación legal de los derechos”

 coase entiende por costos de transacción todos 
aquellos impedimentos de la negociación y los 
clasifica en tres clases: 1) costos de la búsqueda, 
2) costos del arreglo y 3) costos de la ejecución.

 En cambio “Cuando los costos de transacción son lo 
suficientemente elevados para impedir la negociación, el uso 
eficiente de los recursos dependerá de la manera en que se asig-
nen los derechos”, lo cual implica como consecuencia 
el que en este último caso la ley logre prever una 
solución eficiente y en esa medida constituye lo 
que cooter y ulen denominan la regla legal 
apropiada.

4 ver sentencia consejo de estado sala de lo con-
tencioso Administrativo Seccion Tercera Con-
sejera Ponente: rutH stella correa palacio 
Bogotá, d.c., primero (1) de octubre de dos mil 
ocho (2008) radicación número: 76001-23-31-
000-2005-02076-01(aG)

5 La expresión disposición normativa la tomamos en 
el sentido dado a la misma por ricardo Guastini, 
quien la diferencia de forma expresa de la norma, 
en los siguientes términos: “norma significa formula-
ción normativa (enunciado normativo, disposición normati-
va): un enunciado lingüístico de las fuentes no interpretado 
aún y considerado independientemente de su interpretación. 
En segundo sentido, igualmente empleado en el uso corriente 
de los juristas, norma significa una formulación normativa 
interpretada, o sea, el contenido de significado de una formu-
lación normativa: esto es, lo que yo propongo llamar norma 
en sentido estricto”. Gimeno presa, maría concep-
ción. Interpretación y Derecho. Análisis de la 
Obra de ricardo Guastini, Bogotá, Universidad 
externado de colombia, 2001. p. 45.

6 Sobre el particular duncan Kennedy afirma: 
“In the article, I identify what I claim are the stereotyped 
“argument bites” that legal reasoners use when the legal 
issue is one that permits reference to the policies or purpose or 
underlying objectives of the legal order, rather than a legal 
issue that can be satisfactorily resolved through deductive 
rule application or by reference to binding precedent. It is 
crucial to understanding the article that it is about the choice 
between two definitions of an ambiguous rule, or between two 
possible solutions to a gap between rules, or between two con-
flicting rules. It is not about the application of rule to facts”. 
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Kennedy, duncan, A Semiotics of Legal Argument, En 
Collected Courses of the Academy of European 
Law, vol. iii, Book 2, Kluwer academic publishers, 
netherlands 1994, p. 319.

7 vale la pena recordar que la figura del llamamiento 
de oficio del presunto responsable ha sido consa

8 ver auto consejo de estado, sala de lo con-
tencioso Administrativo, Sección Tercera. Con-
sejero Ponente: ramiro saaVedra becerra, 13 
de diciembre de 2007. número de radicación: 
680012315000200300215 01 (ap)

9 ver Gaceta del congreso no 167 de fecha mayo 
28 de 1997.

10 “En las propuestas de fundepúblico y la andi se hacen 
sugerencias muy importantes que se acogen. En primer lugar 
la incorporación de la identificación del demandado (…)” 
en Gaceta del congreso n.º 167 de fecha mayo 
28 de 1997. p.2.

11 artículo 52º.- Requisitos de la Demanda. La demanda 
mediante la cual se ejerza una acción de grupo 
deberá reunir los requisitos establecidos en el 
Código de Procedimiento Civil o en el Código 
Contencioso Administrativo, según el caso, y 
además expresar en ella:

 1. el nombre del apoderado o apoderados, anexan-
do el poder legalmente conferido.

 2. La identificación de los poderdantes, identi-
ficado sus nombres, documentos de identidad y 
domicilio.

 3. el estimativo del valor de perjuicios que se hu-
bieren ocasionado por la eventual vulneración.

 4. si no fuere posible proporcionar el nombre de 
todos los individuos de un mismo grupo, expresar 
los criterios para identificarlos y definir el grupo.

 5. La identificación del demandado.
 6. La justificación sobre la procedencia de la ac-

ción de grupo en los términos de los artículos 3 y 
49 de la presente Ley.

 7. Los hechos de la demanda y las pruebas que se 
pretendan hacer valer dentro del proceso.

 parágrafo.- La demanda se dirigirá contra el pre-
sunto responsable del hecho u omisión que la mo-
tiva, el cual debe ser determinado. No obstante, 
cuando en el curso del proceso se establezca que 
existen otros posibles responsables, el juez de 
primera instancia, de oficio ordenará su citación.

12 esta postura la encontramos en el auto del con-
sejo de Estado Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo Sección Tercera Consejero Ponente: 
mauricio FaJardo Gómez, de fecha septiembre 
cuatro (4) de dos mil ocho (2008), expediente: 
(aG) 250002327000200600422 01. en este auto 

se declara la nulidad de un auto proferido por la 
misma corporación en donde, en principio, se 
admitía el recurso de apelación en contra del auto 
que vinculaba en calidad de presuntos respon-
sables a una entidad financiera al proceso. Para 
declarar tal nulidad, el Consejo de Estado adujo 
la falta de competencia funcional para conocer 
de la decisión tomada por el juez de primera ins-
tancia. La falta de competencia funcional es un 
concepto que corresponde a la etapa procesal en 
la que se pueden tomar ciertas decisiones, con 
base en dicho argumento el Consejo de Estado 
consideró que la vinculación de otros presuntos 
responsables era una decisión que correspondía 
exclusivamente al juez de primera instancia y tal 
decisión era discrecional.

13 no obstante esta postura, desde 1999 el doctor 
JaVier tamayo Jaramillo, en su libro “Acciones 
Populares y de grupo en la Responsabilidad Civil” 
consideró que para poder llamar como presunto 
responsable a una persona el juez debería someter 
su decisión al cumplimiento de una serie de requi-
sitos incluyendo el que el juez tenga un indicio 
“más o menos serio que comprometa la responsabilidad de esas 
nuevas personas” y que solo se pueda “citar a quienes por 
un mismo motivo o causa jurídica sean responsables”. Lo 
anterior supone una labor activa del juez quien, 
en primera instancia deberá dilucidar cuál es la 
causa del daño, es decir los hechos de la demanda 
y si de los hechos narrados puede inferirse que en 
la comisión de los daños intervinieron otras per-
sonas además de las demandadas por los actores. 
Pero dicha conclusión debe obedecer no al simple 
hecho de que los actores hayan mencionado a 
otras personas sino que el juez debe contar con 
elementos mucho más concretos.

14 el consejo de estado contempló tres posibilida-
des: 1. asimilar la figura del presunto responsable 
con la del litisconsorte necesario; 2. asimilar la fi-
gura mencionada con la del tercero; 3. asimilar la 
figura con la del demandado directo o principal.

15 por demandado principal o directo entendemos el indi-
viduo que ha sido demandado directamente por 
el actor.

16 esto es algo que podemos notar en muchas accio-
nes de grupo, en donde, en principio, el hecho 
origen del daño identificado por el juez es uno 
pero luego, ya sea en la segunda instancia o al re-
solverse una tutela ante la Corte Constitucional, 
se entiende que el hecho origen del daño es otro. 
Ejemplo de lo que hemos dicho es la sentencia de 
tutela t-191 de 2009. en ella se estudiaron dos 
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decisiones judiciales; una, proferida por el juzgado 
administrativo y la otra, por el Tribunal Adminis-
trativo de Cundinamarca, conforme a las cuales 
se decretaba la caducidad de la acción por haber 
transcurrido más de dos años desde el acaecimien-
to del hecho generador de los perjuicios cual era 
la expedición de la licencia de construcción por 
parte del distrito. Cuando en realidad, “la causa 
del daño cuya indemnización se reclamaba no ha-
bía cesado, por el contrario la acción vulnerante causante 
del mismo continuaba aun después de presentada la demanda 
(inundaciones y progresivo incremento de contaminación 
por el Río Fucha, humedades, etc.), tal y como lo ratificaba 
el acervo probatorio recaudado por los peritos del proceso”. 
En este caso, el juez infirió que el hecho origen 
del daño era la expedición de la licencia cuando 
en realidad el hecho fue el haber permitido la 
construcción en esa zona, situación que seguía 
generando los perjuicios cuya indemnización se 
pretende. (Ver Sentencia Corte Constitucional 
t-191 de 2009, magistrado ponente: dr. luis 
ernesto VarGas silVa Bogotá, d.c., veinte (20) 
de marzo de 2009)

17 “Cuando el derecho tiene que ser aplicado por un órgano 
jurídico, este tiene que establecer el sentido de la norma que 
aplicará, tiene que interpretar esas normas. La interpretación 
es un procedimiento espiritual que acompaña al proceso de 
aplicación del derecho, en su tránsito de una grada superior 
a una inferior”. Kelsen, Hans, Teoría Pura del Derecho, 
editorial porrúa, méxico 2007, p 349.

18 entiéndase, la manera como se interprete la norma 
procesal.

19 hacemos referencia a la culpa por cuanto nuestro 
régimen de responsabilidad es prevalentemente 
subjetivo.

20 sobre el particular calabresi y melamed afirman: 
“La pérdida recaerá sobre la otra parte cuando el Estado 
ha otorgado el derecho a compensación e intervendrá para 
evitar que el autor de los daños que es más fuerte, rechace las 
demandas de compensación por parte de la víctima”. ca-
labresi, Guido y melamed a. douGlas, Reglas de 
Propiedad, Reglas de Responsabilidad y de Inalienabilidad: 
Una vista de la Catedral, en estudios públicos n.º 63, 
invierno 1996.

21 “La eficiencia económica exige aquella combinación de de-
rechos para involucrarse en actividades riesgosas, y para 
estar a salvo del daño que estas arriesgan, que con mayor 
probabilidad conducirá a la menor cantidad de accidentes y 
al menor costo de prevención de los mismos”. ibíd. p 353.

23 “Aquellas preferencias que no pueden ser explicadas con 
facilidad en términos de esas escasas preferencias distribu-
tivas ampliamente aceptadas o en términos de eficiencia son 

llamadas razones de justicia”. ibíd. p. 365.
24 “La función principal de la responsabilidad civil es la de 

reducir la suma de los costes de los accidentes y de los costes 
de evitarlos. (…) Este competido de reducir los costes o las 
pérdidas comprende tres fines. El primero es la reducción del 
número y de la gravedad de los accidentes. Se trata de una 
reducción <<primaria>> de los costes de los accidentes que 
puede lograrse mediante dos formas básicas: prohibiendo 
actos específicos o encareciendo el ejercicio de esas activida-
des. (…) El segundo fin es una reducción de costes que no 
afecta ni al número de los accidentes ni su gravedad sino los 
costes sociales derivados de los mismos. (…) La reducción 
del coste secundario de los accidentes puede alcanzarse me-
diante dos métodos (…): el método de fraccionar el riesgo (o 
la pérdida), y el método de la <<buena bolsa>> (<<deep 
pocket>>) El tercer fin comprendido en la reducción del coste 
de los accidentes es, a pesar de su naturaleza algo quijotesca, 
de gran importancia. Se refiere a la reducción de los costes 
de administrar el tratamiento de los accidentes”. calabre-
si Guido, El Coste de los Accidentes, Análisis 
económico y jurídico de la responsabilidad civil, 
editorial ariel s.a., españa 1984 pp. 44 y 45 

 En este mismo sentido pHilippe le torneau afir-
ma: “La responsabilidad civil es la obligación de responder 
ante la justicia por un daño y de reparar sus consecuencias 
indemnizando a la víctima. Su objetivo principal es la re-
paración, que consiste en restablecer el equilibrio que había 
sido roto, por el autor del daño, entre su patrimonio y el de la 
víctima; presenta también un aspecto preventivo (que conduce 
a los ciudadanos a actuar con prudencia, a fin de evitar el 
compromiso de su responsabilidad). (…) la primera función 
de la responsabilidad subjetiva es la de prevenir los daños 
más que la de repararlos”. le torneau pHilippe, La 
Responsabilidad Civil, editorial Legis, Colombia, 
2008, pp. 21 y 32.

25 esta finalidad fue identificada por el consejo 
de Estado pero fue redactada en los siguientes 
términos: (i) procura evitar que los procesos concluyan 
con sentencias denegatorias de las pretensiones, a pesar de 
haberse acreditado la existencia del daño causado al grupo 
con una causa común, sólo por haberse errado en la demanda 
al señalar a los responsables de dicho daño, cuando desde el 
principio podía advertirse cuáles eran los sujetos presunta-
mente responsables del mismo. 

 Adicionalmente, el Consejo de Estado identificó 
entre las finalidades de la norma, una que consa-
gra en realidad el método del fraccionamiento 
usado para lograr el cumplimiento de la finalidad 
indemnizatoria. 

 (ii) en los eventos en los cuales los daños han sido causados 
por una pluralidad de sujetos podrá obtenerse con mayores 
probabilidades la satisfacción de la indemnización en cuanto 
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habrá varios patrimonios comprometidos. (ver Auto Con-
sejo de Estado Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo Sección Tercera Consejera Ponente: rutH 
stella correa palacio Bogotá, d.c., primero (1) 
de octubre de dos mil ocho (2008) radicación 
número: (aG)76001-23-31-000-2005-02076-01)

26 esta idea tiene como fundamento la teoría de la 
disminución de la utilidad marginal del dinero, 
que en palabras de calabresi supone que: “es mejor 
quitar cien pesetas a un rico que a un pobre y, en consecuen-
cia, el trasferir las pérdidas de los pobres a los ricos es por 
sí mismo algo bueno”. calabresi Guido, El Coste de 
los Accidentes, Análisis Económico y Jurídico 
de la Responsabilidad Civil, Editorial Ariel S.A, 
Barcelona, 1984, p.56.

27 esta finalidad también fue identificada por el 
Consejo de Estado y redactada en los siguientes 
términos: “(iii) redunda en beneficio de la Administración 
de Justicia, para evitar que se adelanten procesos, por lo 
regular voluminosos y dispendiosos, que terminen con deci-
siones meramente formales, como consecuencia de vicios que 
pudieron corregirse oportunamente” (ver Auto Consejo 
de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo 
Sección Tercera Consejera Ponente: rutH stella 
correa palacio Bogotá, d.c., primero (1) de oc-
tubre de dos mil ocho (2008) radicación número: 
(aG)76001-23-31-000-2005-02076-01)

28 le tourneau, pHillippe, La Responsabilidad 
civil, editorial Legis, p. 21.

29 uso la expresión “formal” de la misma manera 
en que lo hace el Consejo de Estado al referirse 
a los fines que cumple la figura del llamamiento 
de oficio del presunto responsable, es decir, para 
indicar un proceso en el que se logra demostrar 
la ocurrencia de unos daños que no debían ser 
soportados por el grupo pero que no fueron co-
metidos por el demandado, razón por la cual no 
puede obtenerse una sentencia condenatoria y no 
puede obtenerse la reparación de las víctimas.

30 existen varias teorías de la causalidad pero por 
motivos prácticos tendremos en cuenta dos de las 
más significativas y entre las cuales se ha movido 
nuestra jurisprudencia. La primera de ellas es la 
teoría de la equivalencia de las condiciones: “según 
esta teoría, todos los elementos que han condicionado el daño 
son equivalentes. Faltando cualquiera de ellos, el daño no 
se habría producido. Por lo tanto si todos son condiciones 
del daño, todos son causa del mismo”. La crítica que se 
le formula a esta teoría es que: “Mientras la cadena 
más se extienda, la causalidad deviene más aleatoria y su 
determinación adivinatoria”.

 La segunda teoría es la de la causalidad adecuada: 

“Esta teoría (…) no admite que todos los antecedentes de un 
daño jueguen un mismo papel. (…) hay causalidad ade-
cuada cuando una condición es por naturaleza, en el curso 
habitual de las cosas y según la experiencia de la vida, capaz 
de producir el efecto que se ha realizado”. La critica que 
se le formula a esta teoría es que: “El carácter total-
mente artificial y abstracto del examen retroactivo debería 
bastar para no admitir esta teoría si no es con prudencia y 
circunspección”. le torneau pHilippe, La Responsa-
bilidad Civil, colombia, editorial Legis, 2008, pp. 
78 a 83.

 El doctor Tamayo, considera que en el último 
tiempo, la teoría de la causalidad adecuada ha sido 
la tendencia acogida mayoritariamente por nues-
tras altas Cortes (Ver tamayo Jaramillo JaVier, 
Tratado de Responsabilidad Civil, Bogotá, editorial 
Legis, segunda edición, 2007, p. 380 y ss.…)

31 le tourneau pHilippe, La Responsabilidad Civil, 
colombia, editorial Legis, 2008, p. 83.

32 Ibid.
33 “The essence of a judge’s office is that he shall be impartial, 

that he is to sit apart, is not to interfere voluntarily in affairs 
but is to determine cases which are presented to him. To use 
the phrase of the English Ecclesiastical courts, the office of 
the judge must be promoted by someone. (…) Certainly it is 
clear that the integrity of adjudication is paired if the arbiter 
not only initiates the proceeding but also in advance of the 
public hearing, forms theories about what happened and 
conduct his own factual inquiries”. Fuller lon L., The 
forms and Limits of Adjudication, en HarVard 
law reView vol. 92:353, pp. 385 a 386

34 ver sentencias corte constitucional c-1436 de 
2000, c-426 de 2002, c-207 de 2003 y c-309 de 
2009. en dichas providencias, la corte constitu-
cional procedió a realizar el control constitucional 
sobre la interpretación que realizan los jueces de 
las normas.

35 el dogma de la plenitud del ordenamiento jurídico 
ha sido definido como: “el principio que afirma que el 
ordenamiento jurídico debe ser completo para que en todo caso 
pueda ofrecer al juez una solución sin tener que recurrir a la 
equidad” Así mismo se ha considerado que “ha sido 
dominante y lo es todavía hoy en parte de la teoría jurídica 
continental de origen romanista. Algunos lo consideran como 
uno de los aspectos sobresalientes del positivismo jurídico”. 
bobbio norberto, Teoría General del Derecho, edito-
rial temis, 2002, p. 211.

36 sobre el particular cabe recordar lo afirmado por 
la Corte Constitucional: “La analogía es la aplicación 
de la ley a situaciones no contempladas expresamente en ella, 
pero que sólo difieren de las que sí lo están en aspectos jurídi-
camente irrelevantes, es decir, ajenos a aquéllos que explican 
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y fundamentan la ratio juris o razón de ser de la norma” 
(negrilla por fuera del texto original) senten-
cia corte constitucional c-083- 95, Magistrado 
Ponente: Dr. carlos GaViria diaz Santafé de 
Bogotá, d.c., 1ºde marzo de 1995.

37 ejemplo claro de esto lo encontramos en la sen-
tencia c-646-02. en dicha providencia la corte 
Constitucional tuvo que decidir sobre la consti-
tucionalidad del artículo 142 del decreto 01 de 
1984 que obligaba al actor a presentar personal-
mente la demanda ante el secretario del tribunal a 
quien se dirija. El Consejo de Estado desde antes 
que la corte constitucional declarara la inexe-
quibilidad de la norma, decidió no aplicarla en 
algunos de los casos, admitiendo que la presenta-
ción personal de la demanda pudiera hacerse ante 
notario u otro juez. Esto supone que el Consejo 
de Estado, en pro de hacer efectivo el acceso a 

la administración de justicia, adopte una regla 
más amplia que tienda a facilitar la ejecución de 
dicho derecho, en este caso la misma norma que 
consagra el art. 84 del cpc.

38 “Ahora bien, como el artículo 68 dispone que en los aspectos 
no regulados en esta ley, se aplicarán a las acciones de grupo 
las normas del Código de Procedimiento Civil, es procedente 
dar aplicación al artículo 351 de este ordenamiento” Con-
sejo de Estado Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo sección segunda - subsección “a” sala 
De Decisión Consejera Ponente: ana marGarita 
olaya Forero Santa Fe de Bogotá d.c., veintisiete 
(27) de abril de dos mil (2000), radicación núme-
ro: ap-014.


